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Variación y cese de la prisión preventiva. 
Naturaleza jurídica 

La variabilidad debe concebirse como el 
“género” sobre el cual se justifica que 
todas las medidas cautelares puedan ser 
objeto de reforma, en tanto en cuanto sus 
presupuestos procesales o condiciones 
particulares exigidas se extingan, mengüen 
o modifiquen. Sin embargo, el “cese” 
propiamente de una prisión preventiva 
alude a la exigencia de revisión de los 
requisitos específicos para fundar dicha 
medida coercitiva y que, por su exigencia 
de concurrencia copulativa, determinen 
que la falta o atenuación de uno de estos 
presupuestos conlleve a ya no considerar 
a la prisión provisional y a su gravosidad, 
como la medida más idónea, necesaria y 
proporcional para los fines de 
aseguramiento perseguidos según el 
estado actual del proceso. 

 

AUTO DE APELACIÓN 

Lima, veinticuatro de junio de dos mil veintiséis  

VISTOS: en audiencia pública, el 

recurso de apelación interpuesto por la defensa técnica de Luz 

Elizabeth Peralta Santur contra el auto recaído en la Resolución n.° 69, 

del veinte de abril de dos mil veintiséis, emitida por el Juzgado 

Supremo de Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de 

Justicia de la República, que declaró infundada su solicitud de 

variación de la medida de prisión preventiva, dentro del proceso 

seguido en su contra como presunta coautora del delito contra la 

Administración pública, en las modalidades de cohecho activo 

específico y tráfico de influencias, en agravio del Estado; con lo 

demás que contiene. 

Intervino como ponente la señora jueza suprema MAITA DORREGARAY. 
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CONSIDERANDO 

Primero. Antecedentes procesales 

1.1.  El veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, la defensa técnica de Luz 

Elizabeth Peralta Santur solicitó la variación de la prisión preventiva, 

fundando su pedido en una grave afectación a su derecho a la 

salud y a la vida. 

1.2.   Esta pretensión la formuló ante el Juzgado Supremo de 

Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República. 

1.3.  El quince de abril de dos mil veintiséis, se llevó a cabo la audiencia 

de variación de la prisión preventiva, en la cual los sujetos procesales 

debatieron y, acto seguido, el órgano jurisdiccional, por Resolución 

n.° 69 del veinte de abril del mismo año, declaró infundada la 

variación de la medida coercitiva postulada. 

1.4.  Esta decisión fue objeto de apelación por la defensa técnica de 

Peralta Santur. Mediante escrito del veintisiete de abril de dos mil 

veintiséis, solicitó que se revoque la decisión de primera instancia y, 

reformándose, se declare fundada la variación de la prisión 

preventiva ejecutada en su contra. 

1.5.  El Juzgado Supremo de Investigación Preparatoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, por Resolución n.° 72 del cinco 

de mayo de dos mil veintiséis, concedió la apelación y ordenó la 

elevación de los autos a la Sala Penal Permanente. 

1.6.  Esta Sala Suprema, mediante decreto del veinticinco de mayo de 

dos mil veintiséis, señaló fecha de vista para el miércoles veinticuatro 

de junio del presente año, a las 9:00 horas (foja 87 del cuadernillo 

supremo). 

1.7.  La audiencia de apelación de auto se realizó virtualmente en la 

hora y fecha señaladas. Las partes realizaron sus informes orales, 
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según lo previsto en el artículo 420 del Código Procesal Penal (en 

adelante, CPP). 

1.8.  Deliberada la causa en secreto y votada, esta Sala Suprema 

cumple con pronunciar la presente resolución de apelación. 

Segundo. Imputación fiscal 

2.1. Se atribuye a Luz Elizabeth Peralta Santur que, en su condición de 

fiscal superior titular de lavado de activos, ofreció interceder 

influencias reales ante el fiscal provincial Lucio Sal y Rosas para que 

el ciudadano Augusto Javier Miu Lei pague la cantidad de un millón 

de dólares americanos con la finalidad de que se le devolviera el 

oro incautado a su empresa Lomas Doradas. Esta ventaja dineraria 

fue entregada por intermedio de la familia Siucho Neira en efectivo. 

Así, la primera entrega fue de $ 500 000 (quinientos mil dólares 

americanos), los cuales fueron recogidos por Martín Siucho Neira de la 

casa de Augusto Javier Miu Lei, en tanto que quien entregó este 

dinero fue el hermano del antes mencionado, Diego Miu Lei, en una 

bolsa negra para luego ser entregado en la vivienda de Andrés 

Avelino Hurtado Grados, y que fuera recibido por su empleado. 

2.2. Asimismo, se le incrimina que, por intermedio de Andrés Avelino 

Hurtado Grados, hizo prometer, solicitar o recibir montos de dinero 

aproximados a $ 80 000 (ochenta mil dólares americanos) al ciudadano 

Augusto Javier Miu Lei, con la finalidad de que esta pueda invocar 

influencias para que se inicie una investigación por el delito de 

lavado de activos contra la persona jurídica Paltarumi SAC a nivel 

de las fiscalías especializadas a cargo de estos ilícitos. Así, esta 

empresa sería competencia directa de Augusto Javier Miu Lei en las 

actividades comerciales minerales a las cuales se dedicaba. 

2.3. De otro lado, se le imputa a Peralta Santur que, en coautoría con 

Andrés Avelino Hurtado Grados, habrían hecho prometer, solicitar 
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y/o recibir montos de dinero en un aproximado de $ 100 000 (cien mil 

dólares americanos), con la finalidad de que no se continúe con la 

investigación en contra de la persona jurídica Quantico Servicios 

Integrados SAC y de Francisco Iván Siucho Neira, empero, pese a 

que este último entregó la suma de $ 20 000 (veinte mil dólares 

americanos), la investigación por lavado de activos en su contra 

continuó su curso. 

Tercero. Fundamentos de la resolución impugnada 

El Juzgado Supremo de Investigación Preparatoria de la Corte Suprema 

de Justicia de la República declaró infundada la variación de la prisión 

preventiva formulada por la investigada Luz Elizabeth Peralta Santur. Al 

respecto, fundamentó lo siguiente: 

3.1. De la evaluación del certificado médico legal oficial y el reporte 

médico de parte, si bien ambos coinciden en que la investigada 

Peralta Santur padece de diversas enfermedades crónicas, tales 

como diabetes mellitus tipo II, hipertensión y síndrome del túnel 

carpiano, debe precisarse que el certificado oficial concluyó que 

dicha persona estaba clínica y hemodinámicamente estable. 

3.2. Los reportes médicos no concluyeron categóricamente que el 

estado de salud de la recurrente cuente con un nivel de gravedad 

que evite que sea controlada o monitoreada dentro del 

establecimiento penitenciario en el cual se encuentra recluida. 

3.3. En contraposición a estimar una variación de la prisión preventiva, lo 

idóneo, adecuado y proporcional es ordenar al Instituto Nacional 

Penitenciario (en lo sucesivo, INPE) que asuma la responsabilidad de 

adoptar medidas necesarias que salvaguarden la salud de la 

recurrente Peralta Santur, lo que demanda que se activen 

protocolos, se realicen exámenes médicos periódicos, se le 
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suministren los medicamentos que le sean recetados y se informe de 

manera trimestral al órgano jurisdiccional cuál es su estado de salud. 

3.4. Conforme a la regla rebus sic stantibus, las medidas cautelares 

pueden variar si las circunstancias o elementos que sirvieron para 

justificar su dictado cambian o desaparecen, de allí que, en el caso 

los graves y fundados elementos de convicción, no se han 

modificado en su integridad, más aún que la defensa técnica 

tampoco los cuestionó. 

3.5. Al no haberse desvanecido los riesgos procesales ni existir evidencia 

de una incompatibilidad absoluta entre la reclusión de la recurrente 

y su salud, no puede validarse una variación o cese de la prisión 

preventiva. 

Cuarto. Expresión de agravios 

La investigada Luz Elizabeth Peralta Santur solicitó que se revoque el auto 

que declaró infundada la variación de la prisión preventiva y que se 

reforme la decisión declarando fundado su pedido. Sus argumentos 

fueron los siguientes: 

4.1.  Se realizó una exigencia equivocada respecto a que los peritos 

médicos emitan conclusiones jurídicas sobre la capacidad logística 

del sistema penitenciario para atender a la recurrente, cuando en 

realidad la labor de los galenos solo se constriñe a emitir 

diagnósticos clínicos objetivos. Así, el a quo ignoró las carencias 

estructurales de las cárceles, y exigió algo imposible, esto es, que un 

médico prohíba expresamente, con su opinión, la fijación de una 

prisión preventiva. 

4.2.  Se vulneró el principio de proporcionalidad y delegación ilusoria de 

la salud al INPE, pues el encierro sí ocasiona daños a la integridad 

física y, por ende, se supera ampliamente cualquier riesgo procesal, 
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lo que convierte a la prisión preventiva en una pena anticipada y un 

trato cruel. De manera que el hecho de delegar la salud de una 

adulta mayor al INPE, el cual está colapsado institucionalmente 

conforme lo ha señalado el Tribunal Constitucional, es un 

razonamiento equivocado. 

4.3.  El Juzgado aplicó erróneamente los parámetros del artículo 283 del 

CPP, el cual exige debatir los nuevos elementos que desvanezcan el 

delito, pues el argumento principal de su pedido era la variación de 

la medida sustentada estrictamente en razones humanitarias y de 

vulnerabilidad extrema, mas no en inocencia probatoria. 

4.4.  Se guardó silencio sobre la solicitud subsidiaria de cambiar la 

medida de prisión preventiva por una detención domiciliaria, pese a 

que la recurrente cumplía de forma copulativa e inobjetable con los 

requisitos legales para esta última figura procesal, es decir, tiene 

sesenta y ocho años de edad y presenta enfermedades graves e 

incurables, de modo que, al omitirse un análisis sobre este punto, se 

vulneró el derecho a la tutela jurisdiccional. 

4.5.  El desvanecimiento del peligro procesal se valoró de forma indebida 

en relación con la regla rebus sic stantibus, pues el a quo reconoció 

que se habían menguado los riesgos de fuga y obstaculización al 

haberse culminado con la fase de recolección de indicios, tanto 

más si hubo una conducta procesal óptima de la recurrente. Por el 

contrario, desproporcionalmente se decidió mantener la medida de 

prisión, que es la más gravosa, sin considerar que esta podía 

adaptarse a las nuevas circunstancias. 

4.6.  Se incurrió en una apariencia de motivación al contener 

fundamentos evasivos, ya que se pretendió dotar de legalidad a la 

orden impartida al INPE en la activación de protocolos inexistentes y 

garantías de atención especializada continua. Esto sería una ficción 
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administrativa irrealizable, pues el sistema penitenciario está 

colapsado y, por ende, la apelada solo sería un mero sofisma 

jurídico que no tiene base para cautelar la vida de la recurrente. 

Quinto. Fundamentos del Tribunal Supremo 

5.1. En el caso, la venida en grado resolvió un incidente procesal con 

motivo de la solicitud de variación de prisión preventiva formulada 

por la defensa técnica de la investigada Luz Elizabeth Peralta Santur. 

Declaró infundada dicha petición y dejó subsistente la medida 

coercitiva dictada en su oportunidad. 

5.2. Previamente, cabe señalar que la instrumentalidad y provisionalidad 

de las medidas coercitivas, y propiamente la prisión preventiva, 

permiten su variabilidad a través del tiempo, en tanto exista una 

mutación o modificación de los motivos que fundaron su imposición 

o dictado. En el caso de la prisión preventiva, al tratarse de una 

medida gravosa, requiere, conforme lo señala el Acuerdo Plenario 

n.° 1-2019/CIJ-116, un estándar de sospecha fuerte, además, 

aborda aspectos sobre peligrosismo procesal y proporcionalidad 

debida, que requieren ser contrarrestados por elementos de 

convicción o circunstancias objetivas y nuevas que justifiquen su 

variación o reforma (regla rebus sic stantibus). 

5.3. Los numerales 2 y 3 del artículo 255 del CPP describen el marco 

general de la variabilidad de las medidas coercitivas, señalando 

que ello se satisface a través de la verificación de una modificación 

o mutación de los presupuestos procesales validados 

específicamente en cada medida cautelar. Sobre la prisión 

preventiva, el artículo 283 del mismo texto adjetivo señala dos 

institutos jurídicos que pueden determinar que el órgano 

jurisdiccional modifique la coerción gravosa aplicada y la sustituya: 

la cesación de la prisión preventiva o la revisión oficiosa de esta. 
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5.4. En tal contexto, conforme a la disquisición que realizó este Tribunal 

Supremo en la Apelación n.° 27-2026/Selva Central1, si se trata de 

postulaciones planteadas a instancia de parte, se está frente a un 

cese de la medida coercitiva, en tanto que, si esta posible 

anulación o mutación de la prisión por otra medida surge de la 

potestad jurisdiccional de fiscalizar las condiciones jurídico-

procesales de las medidas cautelares que dicta, se estará ante una 

revisión oficiosa. En este caso, si bien se alude a la terminología 

“variación”, como se ha esbozado líneas arriba, jurídica y 

semánticamente ello se extiende a todas las medidas cautelares 

descritas en el CPP, en la medida que restrinjan o limiten el ejercicio 

de derechos fundamentales. 

5.5. Dicho de otro modo, la variabilidad debe concebirse como el 

“género” sobre el cual se justifica que todas las medidas cautelares 

puedan ser objeto de reforma, en tanto en cuanto sus presupuestos 

procesales o condiciones particulares exigidas se extingan, 

mengüen o modifiquen. Sin embargo, el “cese” propiamente de 

una prisión preventiva alude a la exigencia de revisión de los 

requisitos específicos para fundar dicha medida coercitiva y que, 

por su exigencia de concurrencia copulativa, determinen que la 

falta o atenuación de uno de estos presupuestos conlleve a ya no 

considerar a la prisión provisional y a su gravosidad como la medida 

más idónea, necesaria y proporcional para los fines de 

aseguramiento perseguidos según el estado actual del proceso. 

5.6. En la misma línea, conforme ya lo ha sostenido este Tribunal 

Supremo en la Apelación n.° 383-2024/Selva Central2, en 

cumplimiento de la regla general del rebus sic stantibus, los 

elementos de convicción nuevos aportados deben incidir 

 
1 Del veinticinco de marzo de dos mil veintiséis. Fundamentos jurídicos 5.4 y 5.5. 
2 Del nueve de enero de dos mil veinticuatro. Fundamento jurídico 5.5. 
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directamente en el estándar de fumus comissi delicti o en la 

ausencia del peligro procesal, pues la sustitución de la medida 

coercitiva por otra menos gravosa o su anulación definitiva debe 

tener asidero en la falta de necesidad —debidamente justificada— de 

continuar restringiendo el derecho a la libertad personal del 

imputado, de modo que no resulta necesario invalidar o acreditar la 

atenuación de todos los presupuestos iniciales que fundaron la 

coerción provisional inicialmente. 

5.7. En el sub examine, no se controvierten los presupuestos de prognosis 

de pena, duración de la medida o los graves y fundados elementos 

de convicción que justificaron la imposición de prisión preventiva en 

contra de la investigada Peralta Santur. En puridad, su defensa 

técnica alega dos tópicos: (i) que el peligrosismo procesal estaría 

atenuado, por cuanto la totalidad de elementos se han acopiado, 

y no existe riesgo de que la investigada se inmiscuya en tal actividad 

del titular de la acción penal; y (ii) el derecho a la vida y a la salud 

de Peralta Santur estaría por encima de los fines asegurativos de la 

prisión preventiva que viene ejecutándose en su contra. 

5.8. No obstante ello, ambas alegaciones, a consideración de esta Sala 

Suprema, encuentran respuesta desde una óptica operativa del test 

de proporcionalidad de las medidas cautelares en el proceso penal: 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad stricto sensu. En cuanto al 

primer extremo cuestionado por la recurrente, la idoneidad de la 

prisión preventiva, como medida que garantice su presencia 

durante todo el proceso penal, se entiende que, al tratarse de un 

proceso complejo, con alto flujo de actuaciones procesales y de 

diligencias a nivel del Ministerio Público, los riesgos de 

obstruccionismo delimitados en la fundabilidad de la medida 

coercitiva primigenia, si bien se atenúan en cuanto a la actividad 
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recolectora de evidencia que habría casi concluido, ello no elimina 

la inminencia de riesgo de obstaculización probatoria en las 

ulteriores etapas procesales por las cuales discurrirá el caso (etapa 

intermedia y juicio oral), pues el alto grado de vinculación y 

participación de Peralta Santur en las actuaciones delictivas que se 

le atribuyen (a razón de los elementos de convicción recabados) determinan 

una probabilidad e inminencia que el proceso superará la etapa de 

investigación preparatoria. Así las cosas, la idoneidad de esta 

medida gravosa es patente y no resulta plausible su modificación, 

anulación o sustitución. 

5.9. De otro lado, la necesidad de la prisión preventiva, en relación con 

la detención domiciliaria planteada por la defensa técnica de la 

apelante, no se resume a la sola validación del cumplimiento de 

los presupuestos procesales de esta medida menos gravosa como 

lo alega en los agravios de su recurso impugnatorio. El a quo no 

tuvo la obligación de validar si cumplía o no los requisitos para una 

detención domiciliaria, pues consideró la inviabilidad de una 

variación de la prisión preventiva. De allí que, a criterio de este 

Tribunal Supremo, no pueda considerarse como una motivación 

deficiente por apariencia, en la medida que se hayan expresado 

razones concretas e idóneas sobre la invalidez de modificar o 

sustituir la prisión provisional que tiene en su contra Peralta Santur. 

5.10. En este caso, las justificaciones expuestas por el órgano de primera 

instancia se sustentaron en las conclusiones médicas objetivas 

brindadas por el perito médico legista oficial en torno a la 

estabilidad clínica y hemodinámica. Esto no presupone que se 

nieguen las comorbilidades que sufre a la fecha la investigada 

Peralta Santur, empero, que, de acuerdo a su agudeza o 

intensidad de afectación a su salud, no determinan que en forma 
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inminente se ponga en riesgo su vida en caso no sea atendida 

fuera de las instalaciones del establecimiento penitenciario, o que, 

por el contrario, esté acreditado que presentará mejoras 

considerables de salud por el hecho de ser atendida en su vivienda 

particular. Por tanto, la necesidad de la prisión mantiene su validez, 

a razón de no existir causas objetivas que la invaliden u otras 

medidas que cuenten con igual o mayor efectividad 

debidamente verificada. 

5.11. Finalmente, en torno a la proporcionalidad en sentido estricto, la 

problemática expuesta por la defensa técnica apelante se 

circunscribe a la excepcionalidad planteada para variar la 

medida coercitiva por una ponderación y superposición presunta 

del derecho a la vida y a la salud de la investigada Peralta Santur 

por sobre los beneficios o resultados positivos que otorga mantener 

a esta privada de su libertad de forma provisional. En el caso, se ha 

determinado clínicamente que la vida de la investigada o el 

deterioro de su salud no está en función a las condiciones médicas 

o a la logística (equipamiento, mobiliario, etc.) del establecimiento 

penitenciario en el cual se encuentra recluida. 

5.12. En suma, la sola invocación de sus afecciones clínicas no es 

fundamento suficiente para otorgarle libertad inmediata y anular la 

medida cautelar que pesa en su contra, más aún si a la fecha 

recibe tratamiento médico, y no existe evidencia de que se le 

haya negado servicios de atención médica frente a situaciones de 

emergencia o urgencia en su salud. Además, la situación 

problemática del sistema penitenciario no presupone una 

inminente o verificable afectación a su derecho fundamental a la 

vida y a la salud, pues tampoco se han alegado tratos desiguales o 

restricciones de acceso de personal médico particular u oficial 
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para que la examine, o que el propio establecimiento 

penitenciario haya informado que no se encuentra en condiciones 

de infraestructura o logística para atender las afecciones médicas 

de la investigada. 

5.13. Por todo lo expuesto, la variación de la medida cautelar solicitada 

bajo la modalidad del instituto procesal del cese de la prisión 

preventiva no tiene viabilidad, no solo por las razones objetivas que 

han sido alegadas por el a quo, conforme a los instrumentos 

médicos analizados y valorados, sino por aspectos subjetivos que 

no han sido alegados ni probados, y que tampoco evidencian una 

amenaza para los derechos fundamentales que invoca la 

recurrente como causa excepcional para la sustitución de la 

prisión provisional que viene ejecutándose. Dicho esto, el recurso 

de apelación es infundado, y la venida en grado debe confirmarse 

en todos sus extremos. 

Sexto. Costas procesales 

6.1. El artículo 504, numeral 2, del CPP establece, a quien interpuso un 

recurso sin éxito, la obligación del pago de costas, las cuales se 

imponen de oficio, conforme al artículo 497, numeral 2, del 

señalado código. En atención a la decisión desestimatoria 

asumida y habiéndose impugnado un auto interlocutorio que no se 

encuentra dentro de los alcances del numeral 1 del artículo 497 del 

CPP, no atañe la imposición de costas a la recurrente. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 
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I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto por la 

defensa técnica de Luz Elizabeth Peralta Santur. En consecuencia, 

CONFIRMARON el auto recaído en la Resolución n.° 69, del veinte 

de abril de dos mil veintiséis, emitida por el Juzgado Supremo de 

Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, que declaró infundada su solicitud de variación de la 

medida de prisión preventiva, dentro del proceso seguido en su 

contra como presunta coautora del delito contra la 

Administración pública, en las modalidades de cohecho activo 

específico y tráfico de influencias, en agravio del Estado; con lo 

demás que contiene. 

II. DISPUSIERON NO IMPONER el pago de costas procesales a la 

recurrente. 

III. ORDENARON que se notifique a todas las partes procesales 

apersonadas en esta sede suprema. 

IV. DISPUSIERON que se devuelvan los actuados al Juzgado de origen 

para los fines de ley. 

Intervinieron los señores jueces supremos Campos Barranzuela y Báscones 

Gómez Velásquez, por licencias de los señores jueces supremos Luján 

Túpez y Prado Saldarriaga, respectivamente. 

SS. 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

CAMPOS BARRANZUELA 

BÁSCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY 

SMD/jlpm 
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